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En la ciudad de San Isidro, a los 27 días del mes de marzo de dos mil siete, se reúnen en Acuerdo los señores Jueces de la Sala Segunda de la Cámara Primera de Apelación en lo Civil y Comercial del Departamento Judicial San Isidro, doctores JUAN IGNACIO KRAUSE y ROGER ANDRE BIALADE, para dictar sentencia interlocutoria en el juicio: "Lescano, Tomás Edgardo c/ Lobeto, Diego Marcelo s/ daños y perjuicios" causa nº 102.697; y habiéndose oportunamente practicado el sorteo pertinente (arts. 168 de la Constitución de la Provincia y 263 del Código Procesal Civil y Comercial), resulta que debe observarse el siguiente orden: Dres. Bialade y krause resolviéndose plantear y votar las siguientes:





  C U E S T I O N E S
1ª ¿Es justa la sentencia apelada?


   2ª ¿Qué pronunciamiento corresponde dictar?

V O T A C I O N

A la primera cuestión el señor Juez doctor Bialade, dijo:

I) La resolución interlocutoria de fs. 163/164 rechazó la excepción de prescripción opuesta por los demandados porque consideró que la presentación de los damnificados en sede penal a fs. 93 (10-10-01) así como también la promoción de la demanda al solo efecto interruptivo (30-9-03) mantuvo viva la instancia, no habiendo transcurrido el plazo bienal previsto por el art. 4037 del C.Civil.

Se agravia el apoderado de la demandada y citada en garantía manifestando que la presentación del actor de fs. 93 de la causa penal oponiéndose al archivo de la causa penal en modo alguno cumple con los requisitos establecidos por el art. 77 del C.P.P. que regula la institución del particular damnificado y por ello no puede satisfacer el requisito exigido por la normativa para que se produzca la interrupción de la prescripción. Insiste en que para que ello ocurra deberían haber formulado o manifestado mínimamente una pretensión reparatoria en los términos del art. 29 del C.P. o una expresión inequívoca que anuncie que lo harían.

A partir de la causa Ac. 19.697 “Chavarría de Rodríguez, Adela c/ González Chaves, Adolfo s/ daños y perjuicios“, sentencia del 7/5/1974, el criterio de nuestro Tribunal Superior Provincial sobre el tema, era que la presentación realizada por la víctima de un acto ilícito, en sede penal como particular damnificado con invocación del art. 87 del C.P.P, debe asimilarse a la “querella criminal” a que alude el art. 3982 del CC, y por ende, su ejercicio suspende el término de prescripción de la acción civil, aunque en la causa criminal no se hubiese pedido el resarcimiento de los daños. Posición ésta que se mantuvo hasta el dictado de la sentencia del 31/5/1983 (Ac. 31.784 “González de Becce c/ Micoli s/ daños y perjuicios”, en D.J.B.A. 126-362) y reiterada posteriormente en diversos pronunciamientos (ver reseña en el voto del Sr. Ministro Dr. Hitters en causa Ac. 69.835 del 2-8-2000).

El criterio del mencionado Ministro, en la causa citada en último término, era el mismo que sustentara la Suprema Corte de Justicia de la Provincia, a partir de la causa Ac. 19.697 del 7/5/1974 y hasta la causa Ac. 31.784 del 31/5/1983. Criterio al cuál se adhirieron –con sus fundamentos- los Ministros Dres: Pettigiani, de Lázzari y Negri, conformando la minoría en ese Acuerdo.

Ahora bien, en la causa 74.035 “Virgili, Ricardo A y otra c/ Grobocopatel  Hnos. S.A. y otro s/ nulidad de acto jurídico y daños y perjuicios” sentencia del 3/7/2002, el Dr. Pettigiani –por su anterior criterio y adhiriéndose a la opinión del Dr. Hitters sobre el tema en cuestión dijo que “la presentación del particular damnificado en ejercicio de las facultades que le confiere el art. 87 del código procesal penal, debe equipararse en cuanto a sus efectos a la querella criminal mencionada en el art. 3982 bis del Código Civil, ya que la víctima pone de manifiesto su voluntad de cooperar en la comprobación del delito y su autoría, defendiendo activamente sus derechos, y por ende, tal actividad se erige en causal de suspensión del plazo de prescripción de la acción civil, aunque no haya solicitado en sede penal la indemnización de los daños” (ver su voto en causas Ac. 62.282 y Ac. 51.689 del 16/9/1997 en D.J.B.A. 153, 304).

Tal criterio fue compartido en la mencionada causa 74.035 del 3/7/2002, por los Dres. De Lázzari; Hitters; Negri y Roncoroni, por lo que considero que a partir del dictado de dicho pronunciamiento nuestro Superior Tribunal Provincial ha retornado al anterior criterio, es decir al que sustentó partir de la causa Ac. 19.697 “Chavarría de Rodríguez, Adela c/ González Chaves, Adolfo s/ daños y perjuicios“, sentencia del 7/5/1974.

No obstante la doctrina jurisprudencial antes citada, en el caso, la presentación del progenitor del menor –actor en autos- oponiéndose al archivo de la causa penal por no haber presentado la prueba que hacía a su derecho (fs. 93 de la C.P.), no constituye la figura del “particular damnificado” equiparable en sus efectos a la “querella criminal” necesaria para suspender el plazo de prescripción conforme lo establece el art. 3982 bis del C.Civil. 

En efecto, conforme surge del art. 77 del C.P.P. toda persona particularmente ofendida por un delito de los que dan lugar a la acción pública tendrá derecho a constituirse en calidad de particular damnificado, pero es claro el artículo, al señalar que dicha pretensión, deberá ser formulada por escrito y dicho pedido deberá ser resuelto por auto fundado, circunstancia ésta que en el caso de autos no aconteció.

Ello es así porque una vez presentado y otorgado el rol por el Juez de Garantías, no caben dudas sobre su condición de verdadera parte del proceso penal, quedando allí claro que dicho rol exterioriza una clara voluntad de defensa de los derechos patrimoniales referidos a los resarcimientos por daños y perjuicios en sede civil derivados del hecho criminal (conf. Granillo Fernández y Herbel “Código de Procedimiento Penal e la provincia de Buenos Aires”, pág. 216/218), necesarios a fin de suspender el plazo de prescripción de la acción civil.

En consonancia con lo expuesto se ha resuelto que la presentación de la víctima como particular damnificado no es sólo un diferencia formal sino que en atención al cúmulo de facultades que el ordenamiento ritual le confiere, el rol asumido por la víctima revela ab nitio un modo de estar frente al proceso y la defensa de sus derechos diferente al de la simple víctima, siendo precisamente esta circunstancia la que la doctrina ha tenido en consideración para equiparar esta presentación a la figura de la querella criminal como causa de suspensión del decurso de la prescripción de las acciones civiles (C. Civ. Y Com. Mar del Plata, Sala 2ª del 7-2-2006, publicado en LNBA 2006-8-901, Lexis Nº 35003098).

A mayor abundamiento cabe señalar que el denunciante –padre de la víctima- presentó a fs. 93 de la C.P. un escrito oponiéndose al archivo de la causa, y a tal fin fue pedido el desarchivo de la misma por el Fiscal (fs. 94). Ante la ausencia de presentación alguna la causa fue nuevamente archivada en enero de 2001 hasta que en marzo de 2002 el denunciante vuelve a solicitar el desarchivo, pedido que reitera en mayo del mismo año para finalizar solicitando extracción de fotocopias en julio (fs. 100). Es claro, pues, que la actividad desplegada por el denunciante no evidenció de manera alguna su intención de mantener vivo el derecho de reclamar en justicia ni desvirtuó la presunción de abandono inducible del silencio o la inacción.

Por lo expuesto ha de revocarse la sentencia apelada, haciendo lugar a la excepción de prescripción opuesta por el accionado desde que el menor sufrió el accidente que diera lugar a las actuaciones el 11 de noviembre de 2000, interponiéndose la demanda interruptiva de la prescripción el 30 de septiembre de 2003, con lo cual ya se encontraba vencido el plazo establecido por el art. 4037 del C.Civil.

Voto por la negativa.

A la misma cuestión, el señor Juez doctor Krause por iguales consideraciones, votaron también por la negativa.
A la segunda cuestión el señor juez doctor Bialade, dijo:

Dada la forma en que ha quedado resuelta la cuestión anterior, corresponde: a) hacer lugar a la excepción de prescripción planteada (art. 352, inc. 2º del C.P.C.C.) y por ende revocar la resolución apelada, con costas en ambas instancias a los actores vencidos (arts. 68, 69 del C.P.C.C.), a cuyo fin, y en relación a la excepción articulada, se regulan los honorarios de los Dres. DANIEL JULIO RAMOS (Tº 14, Fº 207, CASI) y JORGE EDUARDO PERRONE (Tº 4, Fº 165 CASI) en las sumas de QUINIENTOS y de TRESCIENTOS CINCUENTA pesos respectivamente; y por la actuación habida ante este Tribunal, regúlanse los honorarios del Dr. DANIEL JULIO RAMOS en la suma de CIENTO VEINTICINCO  pesos (arts. 274 del C.P.C.C. y 14, 15, 16, 21, 28, 31 y cc. de la ley 8904).



Así lo voto.

A la misma cuestión el señor Juez doctor Krause por iguales motivos votó en el mismo sentido.


Con lo que terminó el Acuerdo dictándose la siguiente


S E N T E N C I A


POR ELLO, en virtud de las conclusiones obtenidas en el Acuerdo que antecede y de los fundamentos expuestos en el mismo, a) se hace lugar a la excepción de prescripción planteada (art. 352, inc. 2º del C.P.C.C.) y por ende se revoca la resolución apelada, con costas en ambas instancias a los actores vencidos (arts. 68, 69 del C.P.C.C.), a cuyo fin, y en relación a la excepción articulada, se regulan los honorarios de los Dres. DANIEL JULIO RAMOS (Tº 14, Fº 207, CASI) y JORGE EDUARDO PERRONE (Tº 4, Fº 165 CASI) en las sumas de QUINIENTOS y de TRESCIENTOS CINCUENTA pesos respectivamente; y por la actuación habida ante este Tribunal, se regulan los honorarios del Dr. DANIEL JULIO RAMOS en la suma de CIENTO VEINTICINCO  pesos (arts. 274 del C.P.C.C. y 14, 15, 16, 21, 28, 31 y cc. de la ley 8904).


Reg. y Dev.

